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1. LA PROLIFERACIÓN DE LOS VACÍOS URBA-
NOS.

La sujeción del uso y construcción de los terrenos a 
las determinaciones del planeamiento urbanístico cons-
tituye uno de los principios fundamentales del derecho 
urbanístico. No obstante, viene siendo una previsión tra-
dicional de la legislación urbanística, ya establecida en 
el artículo 58.2 de la legislación supletoria de 1976, la 
posibilidad de que puedan llevarse a cabo usos y obras 
de carácter provisional siempre que su implantación no 
difi culte ni impida la ejecución de las previsiones de los 
planes. Esta excepción a la obligatoria observancia de 
las determinaciones de los planes urbanísticos se carac-
teriza por las notas de provisionalidad y temporalidad, 
de tal forma que los usos y obras llevados a cabo al am-
paro de esta previsión legal deben considerarse sujetos 
a cese y demolición sin derecho a indemnización. 

El nuevo escenario territorial surgido como conse-
cuencia de la crisis inmobiliaria ha puesto de actualidad 
la utilización de los denominados vacíos urbanos, tanto 
por parte de los particulares como por parte de las admi-
nistraciones titulares de suelos en los que, por razón de 
la paralización del mercado o la insufi ciencia de recursos 
económicos, no se produce la implantación de los usos y 
construcciones previstos por el planeamiento urbanísti-
co. Cabe pues hablar de la aparición de una nueva cate-
goría, la de los “vacíos urbanos”, formalizada incluso en 
algunos casos, como el denominado “plà buits” o “plan 
vacíos” promovido por el Ayuntamiento de Barcelona 
para promover y regular diversos escenarios o modalida-
des de utilización de tales espacios que han proliferado 
en nuestras ciudades1.

En una aproximación a la tipología de dichos espa-
cios vacíos, cabe distinguir entre los espacios vacíos o 
suelos vacantes de titularidad pública y aquellos de ti-
tularidad privada. Tal distinción no se deriva únicamente 

del distinto régimen de su titularidad sino que aparece 
asimismo vinculada, en muchas ocasiones, a su distinto 
régimen y destino urbanístico lo que, a su vez, da lugar 
a que las previsiones de la legislación urbanística pre-
senten algunas diferencias de regulación bastante sig-
nifi cativas. 

Antes de entrar en esta regulación, conviene efectuar 
una aproximación, de carácter enunciativo, a las distintas 
modalidades de vacíos urbanos y situaciones análogas 
en las que puede proyectarse el régimen de usos y obras 
provisionales a los que nos referiremos. 

Así, por lo que se refi ere a los inmuebles de titula-
ridad privada, pueden inscribirse dentro de esta nueva 
categoría de vacíos urbanos desde los solares sin edifi -
car o aquellos en que existen construcciones no fi naliza-
das, hasta las construcciones que se encuentran fuera de 
ordenación, por encontrarse pendientes de la ejecución 
de las previsiones del planeamiento urbanístico que de-
ben comportar su desaparición. Junto a ello, cabe se-
ñalar también el fenómeno, lamentablemente frecuente, 
de enteras urbanizaciones ya ejecutadas en las que no se 
prevé ni a corto ni a medio plazo la implantación de las 
edifi caciones previstas por el planeamiento. Finalmente, 
aunque con una problemática distinta, hay que referirse 
a los sectores de suelo urbanizable que permanecen en 
la situación originaria de suelo rural.

Por lo que se refi ere a los suelos de titularidad públi-
ca, la tipología de inmuebles que cabe considerar como 
vacíos coincide en determinados casos con la propia de 
los de titularidad privada, tal y como sucede con los bie-
nes patrimoniales, normalmente solares edifi cables pro-
venientes de cesiones gratuitas producidas en el proce-
so de ejecución del planeamiento o bien obtenidos por 
expropiación. En otros supuestos se trata de inmuebles 
en los que concurren circunstancias directamente vincu-
ladas con su titularidad pública, como sucede con los 
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FICHA RESUMEN

suelos destinados a sistemas urbanísticos, adquiridos 
también por alguno de los referidos títulos, expropiación 
o cesión gratuita.


 Las difi cultades y obstáculos para la 
efectiva ejecución de las previsiones 
del planeamiento urbanístico no 
excluye que, en el ínterin, puedan 
producirse otras utilizaciones 
provisionales de tales espacios vacíos

En ambos casos, las difi cultades y obstáculos para la 
efectiva ejecución de las previsiones del planeamiento ur-
banístico no excluye que, en el ínterin, puedan producirse 
otras utilizaciones provisionales de tales espacios vacíos, 
cuyo régimen urbanístico se examina a continuación.

2. TIPOS DE SUELOS EN LOS QUE SE ADMITE 
LA IMPLANTACIÓN DE USOS Y OBRAS PRO-
VISIONALES

La posible implantación de usos y obras provisio-
nales aparece prevista tanto en la legislación estatal de 
suelo como en la legislación urbanística catalana. La le-
gislación estatal permite, en los apartados 3.d y 5 del ar-
tículo 8 del Texto refundido de la Ley de Suelo aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 2/2008 de 20 de junio (en 
adelante TRLS ) la implantación de usos y obras provi-
sionales, incluyendo a tal efecto esta posibilidad entre 
las facultades atribuidas a los propietarios del suelo que 
se encuentre bien en situación de suelo rural incluidos 
en un ámbito para el que se prevea su pase a situación 
de suelo urbanizado, esto es, el suelo normalmente cla-
sifi cado como suelo urbanizable, bien en la situación de 
suelo urbanizado, esto es, el suelo normalmente clasifi -
cado como suelo urbano. 

Como no podía ser de otra forma, la legislación es-
tatal de suelo se remite a la regulación detallada que 
sobre esta cuestión corresponde establecer a la legisla-
ción urbanística autonómica, estableciendo al efecto la 
posible implantación de los usos y obras provisionales 
que se autoricen por no estar expresamente prohibidos 
por la legislación territorial y urbanística o la sectorial y 
sean compatibles con la ordenación urbanística (artículo 
8.3.d) TRLS). 

La transcrita regulación resulta algo confusa, ya que 
si bien parece correcta la remisión a las previsiones deta-
lladas que corresponde establecer al legislador autonó-
mico, no se alcanza a comprender cuál es el sentido de 
la referencia contenida en el inciso fi nal de la norma, in-
troducido por la reforma de la Ley de Suelo operada por 
la Ley 8/2013 de 26 de junio, a que los usos y obras de 
carácter provisional sean compatibles con la ordenación 
urbanística, puesto que, si se produce tal compatibilidad 
ninguna necesidad existe de que los usos y edifi caciones 
se autoricen únicamente con carácter provisional. 

Centrándonos en las previsiones de la legislación ur-
banística catalana, se puede constatar en primer lugar 
que la posible implantación de obras y usos provisio-
nales se permite en suelo sujeto a distintos regímenes 
urbanísticos, que no siempre coinciden con el suelo en 
situación rural sujeto a actuaciones de urbanización o el 
suelo urbanizado previsto por la legislación básica de 
suelo. 

Sucede en efecto que, conforme a lo establecido en 
el artículo 53.1 del Texto Refundido de la Ley de Urba-
nismo, aprobado por el Decreto Legislativo 1/2010 de 
3 de agosto (en adelante TRLU), la posible autorización 
de usos y obras provisionales puede producirse tanto en 
suelo urbanizable delimitado, sin plan parcial urbanístico 
aprobado, como en terrenos emplazados en cualquier 
clase de suelo que estén afectados por sistemas urbanís-
ticos generales o locales, mientras no se haya iniciado un 
procedimiento de reparcelación, de ocupación directa o 
de expropiación. 

Conforme a esta prescripción legal, junto a la admi-
sión de los usos y obras provisionales en el suelo urba-
nizable delimitado, esto es, el suelo en situación rural 
sujeto a actuaciones de urbanización, tales usos y obras 
pueden ser autorizados también en terrenos destina-
dos a sistemas que se encuentren  bien en la situación 
de suelo urbanizado, bien en la situación de suelo rural 
propiamente dicha, esto es, en suelo no urbanizable así 
como también en suelo urbanizable no delimitado, aun-
que ciertamente en este último supuesto la autorización 
de usos y obras provisionales está llamada a tener un 
carácter ciertamente residual, puesto que únicamente 
será operativa en los supuestos, poco frecuentes, en los 
que el planeamiento general establezca afectaciones de 
sistemas en esta categoría de suelo.
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La referida previsión legal plantea también otras 
cuestiones. Por lo que se refi ere al suelo no urbanizable, 
en el que se admiten los usos y obras provisionales en 
terrenos destinados a sistemas urbanísticos, pese a no 
haberse previsto así en la legislación básica estatal, tal 
admisión debe ser objeto de una consideración nece-
sariamente restrictiva, puesto que en ningún caso podrá 
resultar aceptable que, al amparo de dichas autorizacio-
nes provisionales, puedan producirse utilizaciones del 
suelo no urbanizable que puedan poner en cuestión los 
valores naturales propios de esta categoría de suelo, o 
puedan comportar transformaciones irreversibles del 
mismo. 


 Ninguna razón existe para que 
la autorización de usos y obras 
provisionales no se permita en el 
suelo urbano, que normalmente 
puede presentar unas condiciones 
más adecuadas que el suelo 
urbanizable, aunque sólo sea por 
la existencia de las infraestructuras 
básicas de urbanización

Por otra parte, no se alcanza a comprender la ex-
clusión del suelo clasifi cado como urbano que no esté 
expresamente afectado a un sistema urbanístico. Ningu-
na razón existe para que la autorización de usos y obras 
provisionales no se permita en este tipo de suelo, que 
normalmente puede presentar unas condiciones más 
adecuadas que el suelo urbanizable, aunque sólo sea 
por la existencia de las infraestructuras básicas de urba-
nización. A ello se añade que tal exclusión no se com-
padece con los actuales escenarios de vacíos urbanos, 
probablemente no contemplados por el regulador en el 
momento de establecer restricción tan gratuita, ya que 
sin duda no existe ningún motivo que justifi que tal exclu-

sión y ello debido a que no parece que pueda justifi carse 
de ningún modo la mayor bondad de permitir tales usos 
y obras provisionales en los suelos destinados a sistemas 
y no, en cambio, en el suelo urbano no destinado a siste-
mas que se encuentre vacante por la falta de desarrollo 
de las previsiones del planeamiento urbanístico. 

3. NATURALEZA Y ALCANCE DE LOS USOS Y 
OBRAS PROVISIONALES

Además de la determinación, como hemos visto 
bastante discutible, de los tipos de suelo en los que se 
admite la implantación de usos y obras provisionales, la 
legislación urbanística catalana establece una regulación 
ciertamente detallada de los usos y obras susceptibles 
de ser autorizados provisionalmente. Dicha regulación 
aparece referida, en primer lugar, a los usos susceptibles 
de autorización, puesto que únicamente cuando se pre-
tenda implantar alguno de los usos defi nido legalmente, 
podrán autorizarse las obras inherentes a su implanta-
ción, de cuyas características materiales también se ocu-
pa la legislación que nos ocupa. 

En relación a los usos admitidos, hay que señalar, en 
primer lugar, la prohibición expresa de los usos residen-
ciales e industriales establecida por el artículo 53.3 TRLU, 
prohibición expresa que resulta del todo ociosa, en tan-
to que del propio precepto se deduce que únicamente 
pueden autorizarse con carácter provisional los usos ex-
presamente admitidos por el propio texto legal, aunque 
no es menos cierto que tal prohibición cobra una cierta 
justifi cación ante la antes comentada ambigüedad de 
la legislación estatal respecto a la admisión de los usos 
que no estén expresamente prohibidos en la legislación 
urbanística. 

En el caso de la legislación catalana no existe ningu-
na duda de que únicamente pueden autorizarse con ca-
rácter provisional aquellos usos expresamente admitidos 
a tal efecto, que aparecen defi nidos por el artículo 61 del 
Reglamento de la Ley de Urbanismo, aprobado por el 
Decreto 305/2006 de 18 de julio (en adelante RLU) en los 
siguientes términos: 

a) El almacenaje o el depósito de mercancías u 
otros bienes muebles que no comporten activi-
dades de comercialización o distribución.

b) La prestación de servicios particulares a los ciu-
dadanos como el aparcamiento de vehículos, los 
circuitos de prácticas de conducción, el lavado 
de automóviles, los centros de jardinería, u otros 
usos análogos que no requieran la implantación 
de construcciones.

c) Las actividades del sector primario y las activida-
des comerciales relacionadas con este sector.

d) Las actividades de tiempo libre, deportivas, re-
creativas y culturales.
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Junto a la referida regulación general, la legislación 
urbanística catalana establece una regulación diferencia-
da para aquellos supuestos en que la implantación de 
usos y obras provisionales pretenda llevarse a cabo en 
terrenos destinados a sistemas urbanísticos ya adquiri-
dos por la Administración pública. En tales supuestos, el 
artículo 53.6 TRLU prevé que dichos terrenos puedan ser 
ocupados temporalmente por razón de la ejecución de 
obras o la prestación de servicios públicos, establecién-
dose asimismo que tales terrenos puedan ser utilizados, 
de manera temporal y esporádica, para la instalación de 
mercados ambulantes o para desarrollar actividades de 
ocio, deportivas, recreativas, culturales, de aparcamien-
tos públicos o similares. 

La referida regulación específi ca para los supuestos 
de terrenos destinados a sistemas urbanísticos ya ad-
quiridos por la administración pública resulta sin duda 
sorprendente, en tanto que establece notables restric-
ciones al régimen general antes examinado, tanto por 
lo que se refi ere a la duración de los usos provisionales, 
que en este último supuesto solo podrán implantarse de 
forma temporal y esporádica, a diferencia de lo que su-
cede en el resto de supuestos, como a los posibles usos 
admitidos, notablemente más restrictivos que los admi-
tidos con carácter general. 

Parece en efecto que el legislador urbanístico se 
muestre “más comprensivo” o fl exible con los propie-
tarios privados en la utilización urbanística provisional 
de sus predios en tanto se produce la ejecución del pla-
neamiento urbanístico, mientras que, en cambio, se es-
tablece una regulación especialmente exigente con las 
administraciones públicas titulares de suelos destinados 
a sistemas. No se alcanzan a comprender las razones de 
tal distinto tratamiento, que en todo caso resulta muy 
poco congruente con la actual realidad y puede dar lu-
gar, incluso, a que se pueda cuestionar seriamente la le-
galidad de algunas de las actuales actuaciones, como las 
contempladas en el plan de espacios vacíos del Ayunta-
miento de Barcelona al que antes se ha hecho referencia. 

Por lo que se refi ere a las características de las obras 
que pueden llevarse a cabo para la implantación provi-
sional de los usos referidos, se establece expresamente 
que tales obras deberán ser las mínimas que sean im-
prescindibles para permitir unas instalaciones transpor-
tables o desmontables y no pueden comportar una des-
fi guración defi nitiva del terreno (artículo 62.1 TRLU). Se 
confi rma así el clásico criterio jurisprudencial conforme 
al que la naturaleza provisional de la autorización que 
nos ocupa se extiende también a las características ma-
teriales de las obras que se lleven a cabo, que deberán 
ser precisamente de naturaleza provisional. En otras pa-
labras, la admisión de obras provisionales contra planem 
no debe entenderse como autorizaciones provisionales 
de obras sino como autorizaciones de obras provisiona-
les, de tal forma que tales obras participan doblemente 
de la condición de provisionalidad, que aparece referida 

tanto al régimen e autorización como a la propia natura-
leza de las obras a ejecutar.

4. PROCEDIMIENTO Y REQUISITOS DE LA AU-
TORIZACIÓN PROVISIONAL.

La autorización corresponde otorgarla a la adminis-
tración municipal, aunque está sujeta a un informe vin-
culante de la correspondiente Comisión Territorial de 
Urbanismo, órgano periférico de la Comunidad Autó-
noma, que deberá ser emitido en el plazo de 2 meses, 
transcurrido el cual se entiende que dicho informe tiene 
carácter favorable, tal y como especifi ca el artículo 65.2 
RLU, como consecuencia de la falta de ninguna previsión 
expresa en sentido contrario en la Ley de Urbanismo. 
Junto a ello, el proyecto objeto de autorización debe ser 
objeto de un trámite de información pública por el plazo 
de 20 días. 


 La autorización corresponde otorgarla 
a la administración municipal, aunque 
está sujeta a un informe vinculante 
de la correspondiente Comisión 
Territorial de Urbanismo, órgano 
periférico de la Comunidad Autónoma

Junto a dicho informe, la autorización que nos ocupa 
se encuentra sujeta a un conjunto de requisitos y caute-
las, establecidos por los artículos 54 TRLU y 62 RLU, de 
los que se deriva la sujeción de la efi cacia de tales autori-
zaciones a la aceptación, por parte de los solicitantes de 
la autorización, de las siguientes obligaciones: 

a) La obligación de derribar o de desmontar las 
obras y las instalaciones y la obligación de des-
alojar los edifi cios o las instalaciones y de cese 
defi nitivo de los usos autorizados, sin derecho a 
percibir indemnización, cuando el ayuntamiento 
adopte la orden correspondiente.

b) La obligación de reponer el suelo y el espacio al 
estado anterior a la ejecución de los usos y obras 
de carácter provisional, sin derecho a percibir in-
demnización, cuando el ayuntamiento adopte la 
orden correspondiente.

c) La obligación de advertir del carácter provisional 
de la autorización y de sus efectos en los títulos 
traslativos del dominio total o parcial del inmue-
ble, y en los títulos por los que se constituyan o 
se transmitan derechos de arrendamiento, de su-
perfi cie o cualquier otro derecho con los usuarios 
o explotadores de los usos o las obras de carácter 
provisional.

Junto a la aceptación expresa de tales obligaciones, 
tanto por parte del solicitante de la autorización como 
del titular de la fi nca si no fueren el mismo, que deberá 
constar inscrita en el Registro de la Propiedad, la auto-
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rización puede estar asimismo sujeta a la prestación de 
garantías económicas que garanticen el desmontaje de 
las instalaciones y la reposición del suelo a su estado ori-
ginario (artículo 62.3.b) RLU). 

En el mismo sentido, la legislación básica estatal 
sujeta asimismo tales autorizaciones a que estos usos y 
obras deberán cesar y, en todo caso, ser demolidas las 
obras, sin derecho a indemnización alguna, cuando así 
lo acuerde la Administración urbanística (artículo 8.3.d)
TRLS). Dicho precepto prevé asimismo la extinción au-
tomática, con la orden de la administración urbanística 
acordando la demolición o desalojo, de los arrenda-
mientos y derechos de superfi cie que se pudieran ha-
ber constituido sobre los terrenos o las construcciones 
provisionales

La autorización provisional puede estar sujeta a un 
plazo máximo de duración y en cualquier caso proce-
derá el cese de las actividades cuando así lo ordene el 
Ayuntamiento competente, bien por haber transcurrido 
el plazo máximo de la autorización, bien para ejecutar las 
determinaciones del planeamiento, aun cuando no hu-
biere transcurrido dicho plazo máximo y, en todo caso, 
cuando así se acuerde por el Ayuntamiento dejando sin 
efecto la autorización. 

Este último supuesto, previsto expresamente en el 
artículo 54.1 TRLU, comporta la atribución al Ayunta-
miento competente de una facultad discrecional para 
dejar sin efecto las autorizaciones, sin que ello de lugar 
al derecho a la percepción de ningún tipo de indemni-
zación. 

Hay que preguntarse no obstante hasta qué punto 
tal previsión puede resultar contradictoria con el prin-
cipio de confi anza legítima, en aquellos supuestos de 
establecimiento de un plazo de duración máxima de la 
autorización, cuando la misma quede sin efecto antes 
de dicho plazo por decisión municipal. Debe tenerse en 
cuenta al respecto que la sujeción a plazo de la autoriza-
ción no tiene carácter preceptivo, sino que es meramen-
te potestativa conforme a lo previsto en el artículo 62.4 
RLU, razón por la cual parece claro que no puede dar 
lugar a una restricción de la plena discrecionalidad de 
que dispone la administración urbanística para acordar 
el cese de los usos y obras provisionales en cualquier 
momento. 

Importa resaltar, fi nalmente, que la discrecionalidad 
con la que la legislación urbanística catalana confi gura 
el cese de los usos y el derribo de las obras autoriza-
das provisionalmente pretende evitar la aplicación de 
un criterio, jurisprudencial bastante consolidado en el 
marco de la aplicación de la legislación supletoria de 
1976, conforme al que, pese a la naturaleza provisional 
de las autorizaciones otorgadas, estas no podían que-
dar sin efecto sino por causas debidamente justifi cadas 
directamente relacionadas con el proceso de ejecución 
del planeamiento urbanístico, lo que había contribuido 
a la perdurabilidad en el tiempo de algunas autorizacio-

nes provisionales, incluso en contra de la voluntad de 
la administración que otorgó en su día la autorización 
provisional. 

Sin duda que tal criterio jurisprudencial es difícilmen-
te compatible con la repetida naturaleza provisional y a 
precario de las autorizaciones que nos ocupan, aunque 
parece participar del mismo la mención contenida en el 
precitado artículo 8.3 d) TRLS cuando, al regular la extin-
ción automática de los arrendamientos o derechos de 
superfi cie constituidos sobre los terrenos que dispongan 
de autorizaciones provisionales, prevé tal extinción con 
la orden de la Administración urbanística ordenando la 
demolición o desalojo para ejecutar los proyectos de ur-
banización. A nuestro juicio no debe ser éste el criterio 
determinante para la revocación de la autorización, al 
menos en los términos tan explícitamente establecidos 
por la legislación urbanística catalana.

5. LA INTERVENCIÓN ADMINISTRATIVA EN 
LOS VACÍOS URBANOS

Junto al régimen de utilización provisional de los va-
cíos urbanos hasta aquí examinado, conviene también 
dar noticia de otros instrumentos de intervención admi-
nistrativa susceptibles de aplicación en los espacios que 
nos ocupan. Hay que señalar al respecto que, en la lógi-
ca interna del sistema urbanístico, constituye uno de los 
elementos teleológicos más determinantes la consecu-
ción de las previsiones establecidas por el planeamiento 
urbanístico, de tal forma que dicha consecución excede 
de los meros intereses particulares de los propietarios 
del suelo y se inscribe en un marco general vinculado al 
interés público urbanístico.

Es tal concepción la que justifi ca la previsión, en las 
legislaciones urbanísticas, de un conjunto signifi cativo 
de instrumentos ad hoc para fomentar, incluso de forma 
coactiva, el cumplimiento de las previsiones de la pla-
nifi cación urbanística. No obstante, no es menos cierto 
que todo este instrumental jurídico aparece asimismo 
supeditado a las vicisitudes derivadas de la realidad eco-
nómica y en su correlato de la disponibilidad presupues-
taria, de tal forma que la mayoría de ellos son de escasa 
utilización precisamente en unos momentos en que con 
mayor frecuencia se viene produciendo el presupuesto 
de hecho habilitante para la adopción de tales medidas.

Hay que mencionar en primer lugar a un instrumento 
inscrito en el ámbito de la fi scalidad local, ya desapa-
recido desde la promulgación de la Ley de Haciendas 
locales, consistente en el impuesto municipal sobre los 
solares sin edifi car. Se trataba en su momento de un ins-
trumento anti especulativo, para penalizar la retención 
de solares y con ello la dilación del cumplimiento de las 
previsiones del planeamiento urbanístico.



Carles Pareja Lozano
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
 Otros instrumentos tradicionales, 
también inscritos en el marco de 
la potestad local de intervención 
administrativa, son los relativos a las 
facultades de policía de que gozan las 
corporaciones locales en lo relativo a 
mantener los solares y edifi caciones 
en desuso en adecuadas condiciones 
de salubridad y seguridad

Otros instrumentos tradicionales, también inscritos 
en el marco de la potestad local de intervención admi-
nistrativa, son los relativos a las facultades de policía de 
que gozan las corporaciones locales en lo relativo a man-
tener los solares (y también las edifi caciones en desuso) 
en adecuadas condiciones de salubridad y seguridad.

Más allá de los ejemplos citados, el instrumento 
con más potencialidad, aunque también escasamen-
te utilizado, debido a las implicaciones económicas 
que comporta su ejercicio, es el confi gurado ante el 
incumplimiento de la obligación de edifi car en los pla-
zos previstos por el planeamiento urbanístico o, suple-
toriamente, en la propia legislación urbanística. Tanto 
la legislación básica de suelo (arts. 36 y 37 TRLS) como 
la legislación urbanística preven en efecto, para estos 
supuestos, la utilización de instrumentos contundentes 
como la expropiación forzosa por incumplimiento de 
la función social del derecho de propiedad así como la 
inscripción en el registro de solares sin edifi car lo que, 
a su vez, da lugar a la expropiación o bien a la venta o 
sustitución forzosa para la construcción de tales solares. 
No obstante, como ya se ha apuntado anteriormente, 
la extraordinaria potencialidad de tales instrumentos se 
ha visto claramente limitada por la falta de recursos eco-
nómicos que requiere su utilización, por lo que, pese a 
la aparente idoneidad de las circunstancias actuales, no 
consta que se haya producido un incremento signifi cati-
vo en la utilización de una fi gura que encuentra sus raí-
ces en la primigenia legislación del suelo de 1956.

Señalar asimismo la falta de instrumentos jurídicos 
ante uno de los fenómenos más lamentables deriva-
dos de la burbuja inmobiliaria, cual es el de los edifi cios 
abandonados a media construcción, que tristemente 
han pasado a formar parte del paisaje de nuestras ciuda-
des, sustituyendo a las sempiternas grúas que aparecían 
sistemáticamente en nuestro horizonte. Conviene sin 
duda hacer una refl exión sobre este fenómeno, frente 
al que no se disponen de instrumentos adecuados de 
prevención o reacción por parte de la administración ur-
banística.

6. EDIFICIOS Y USOS EN SITUACIÓN DE FUE-
RA DE ORDENACIÓN.

El régimen de fuera de ordenación tiene también 
una tradición consolidada en nuestro ordenamiento ur-

banístico y tiene por objeto la regulación de la situación 
transitoria en que se encuentran aquellos edifi cios y/o 
usos que se ven afectados por una alteración de la or-
denación urbanística que debe dar lugar a su derribo 
y/o cese. Aunque no cabe hablar propiamente en este 
caso de vacíos urbanos, sí que parece oportuno efectuar 
una breve referencia a estos supuestos en tanto que pre-
senta notables similitudes, especialmente en el aspecto 
relativo a la provisionalidad a que están sujetos en su 
utilización. 

Conviene señalar en primer lugar que la legislación 
urbanística de Cataluña distingue, de forma acertada, 
entre dos situaciones distintas en relación a aquellos 
usos y construcciones preexistentes que entren en con-
tradicción con las previsiones del planeamiento urbanís-
tico. Así, conforme al artículo 108 TRLU, se consideran 
propiamente en situación de fuera de ordenación aque-
llas construcciones y usos que deben desaparecer en vir-
tud de las previsiones del planeamiento urbanístico por 
estar sujetos a expropiación, cesión gratuita, derribo o 
cese. Frente a ellos, el régimen de disconformidad se 
aplica únicamente a las construcciones que tengan un 
volumen de edifi cación disconforme con los parámetros 
del nuevo planeamiento, sin que ello comporte su de-
rribo o desaparición, así como a aquellos usos preexis-
tentes que no se hayan declarado expresamente como 
incompatibles.

En relación a los edifi cios y usos en situación de fuera 
de ordenación propiamente dicha, se prevé, en cuanto 
a la edifi cación, la prohibición de obras de consolida-
ción y aumento de volumen, aunque si se permiten las 
obras de conservación para mantener las edifi caciones 
preexistentes en las debidas condiciones de seguridad 
y salubridad, así como la ejecución de obras que mejo-
ren la accesibilidad y permitan la supresión de barreras 
arquitectónicas de tales construcciones.



La utilización temporal de los vacíos urbanos…
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Por lo que se refi ere a la utilización provisional de los 
edifi cios e instalaciones que se encuentren en situación 
de fuera de ordenación, se prevé la autorización provisio-
nal de los usos admitidos con carácter general para este 
tipo de autorizaciones conforme al artículo 53.3 TRLU, 
al que antes hemos hecho referencia, así como también 
su utilización para la instalación de ofi cinas y para de-
sarrollar actividades comerciales. En cuanto a los usos 
preexistentes que resulten incompatibles con el nuevo 
planeamiento, se prohíbe el cambio de titularidad y se 
prevé expresamente su revocación, conforme al artículo 
119.4 RLU, sin perjuicio obviamente en tal supuesto de 
las indemnizaciones que puedan corresponder al titular 
de la actividad.

Tanto la autorización de las obras como de los usos 
provisionales en edifi cios fuera de ordenación se carac-
terizan asimismo por su precariedad, en tanto que re-
quieren la expresa renuncia a indemnización cuando se 

produzca el derribo o cese por la ejecución de las previ-
siones del nuevo planeamiento. 

Cuando los edifi cios o usos se encuentren en situa-
ción de disconformidad el régimen transitorio que les 
es de aplicación se caracteriza por una mayor fl exibi-
lidad. Así, se admiten todo tipo de obras, incluida la 
rehabilitación integral de los edifi cios, si no entran en 
contradicción con las condiciones básicas de la ordena-
ción urbanística, condiciones básicas que deberán ser 
determinadas por el nuevo planeamiento. Se permite 
también el mantenimiento de los usos preexistentes, si 
no son incompatibles con los del nuevo planeamien-
to, así como el cambio de titularidad y la implantación 
de nuevos usos compatibles con las previsiones del 
planeamiento urbanístico. En los supuestos de discon-
formidad, las autorizaciones no son provisionales y no 
requieren por tanto la renuncia a posibles indemniza-
ciones.   

1 El programa municipal Plan de Vacíos Urbanos con Implica-
ción Territorial y Social (Plan VACÍOS) tiene el objetivo de 
dinamizar terrenos en desuso de la ciudad de Barcelona, 
a través actividades de interés público de carácter provi-
sional, impulsadas por entidades públicas o privadas sin 
ánimo de lucro , favoreciendo la implicación de la sociedad 
civil en la regeneración y dinamización del tejido urbano. 

Las actividades y usos de cada uno de los espacios, de un 
año prorrogable a tres años máximo, tienen consideración 
de interés público o de utilidad social, carácter temporal 
y sus instalaciones son fácilmente desmontables. Se trata 
de actividades de ámbito educativo, deportivo, lúdico o re-
creativo, cultural o artístico, ambiental o paisajístico, social 
o comunitario, o análogos.

NOTAS


